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aumento de la superficie de venta; b) Traslados de los 
grandes establecimientos comerciales, siempre que sean 
dentro del mismo municipio y que no supongan una inci-
dencia negativa sobre el equipamiento comercial ade-
cuado al ámbito territorial afectado por la nueva ubica-
ción, sobre la estructura comercial de aquél y la que 
pueda generar sobre el pequeño comercio existente, y
c) Los mercados municipales.

Disposición transitoria.

A las solicitudes de licencia autonómica de gran esta-
blecimiento comercial ingresadas antes del 21 de mayo 
de 2005, no les es de aplicación esta Ley y, por tanto, se 
podrán tramitar de acuerdo con la normativa vigente.

Disposición final.

Esta Ley entrará en vigor al día siguiente de publicarse 
en el Boletín Oficial de las Illes Balears.

Por tanto, ordeno que todos los ciudadanos guarden 
esta Ley y que los Tribunales y las Autoridades a los que 
correspondan la hagan guardar.

Palma, a 21 de junio de 2005. 

JOSÉ JUAN CARDONA,
Consejero de Comercio, Industria

y Energía

JAUME MATAS PALOU,
Presidente

 (Publicada en el Boletín Oficial de las Illes Balears núm. 99, 
de 30 de junio de 2005) 

 12949 LEY 9/2005, de 21 de junio, de cooperación 
para el desarrollo.

EL PRESIDENTE DE LAS ILLES BALEARS

Sea notorio a todos los ciudadanos que el Parlamento 
de las Illes Balears ha aprobado y yo, en nombre del Rey, 
y de acuerdo con lo que se establece en el artículo 27.2 
del Estatuto de Autonomía, tengo a bien promulgar la 
siguiente Ley.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

I
La cooperación para el desarrollo se organiza como un 

conjunto de acciones, estrategias y recursos que la comu-
nidad internacional utiliza para mejorar las condiciones 
económicas y la calidad de vida en los países en vías de 
desarrollo. Se trata, por tanto, de una acción solidaria con 
aquellos países que tienen dificultades para obtener un 
óptimo bienestar social de sus habitantes, y permitir en 
una doble dirección el intercambio y la relación entre todos 
los pueblos del mundo. Al mismo tiempo, la política de 
cooperación para el desarrollo es un instrumento eficaz de 
democratización tanto en los países receptores de las ayu-
das como en las sociedades avanzadas, que profundizan 
en los motivos de la situación mundial.

La ayuda al desarrollo es una necesidad incuestiona-
ble porque, aunque en los últimos años se han conse-
guido avances importantes en relación al desarrollo eco-
nómico y humano, también se constata que existen 
bolsas de pobreza considerables, situaciones de ingober-
nabilidad, y conflictos por motivo de sexo, etnia, cultura o 
religión en muchos lugares del mundo. Estas situaciones 
hacen que se tengan que multiplicar los esfuerzos solida-

rios internacionales para lograr la erradicación de la 
pobreza y de las causas que la generan.

El preámbulo de la Constitución Española de 1978 
recoge la voluntad de la nación española de colaborar en 
el fortalecimiento de unas relaciones pacificas y de eficaz 
cooperación entre todos los pueblos de la Tierra, y se con-
sidera que en esta declaración está el origen de la coope-
ración española para el desarrollo.

La Ley 23/1998, de 7 de julio, sobre Cooperación Inter-
nacional, ha supuesto una importante regulación de las 
fórmulas y modalidades de cooperación existentes. El 
artículo 20 de la citada ley proclama que la cooperación 
que realizan las comunidades autónomas y las entidades 
locales ha de inspirarse en los principios, los objetivos y las 
prioridades que establece la misma ley, y destaca que esta 
cooperación descentralizada es la expresión solidaria de 
las respectivas sociedades. En los últimos años esta acción 
descentralizada ha supuesto un nuevo impulso a la coope-
ración española, tanto por la disposición de nuevos recur-
sos económicos y técnicos como por la puesta en marcha 
de nuevas iniciativas innovadoras en el ámbito local.

II
En las Illes Balears la cooperación cuenta con una 

amplia tradición y experiencia, que se inicia con el trabajo 
voluntario y solidario de grupos, asociaciones y entidades 
sociales de las Illes, para llegar a la etapa actual de corres-
ponsabilidad entre las iniciativas sociales y las adminis-
traciones públicas de las Illes Balears.

La acción de la administración autonómica de las Illes 
Balears en materia de cooperación para el desarrollo ha 
tenido su expresión en iniciativas diversas, entre las cua-
les destacan la disposición de recursos económicos, a 
través de convocatorias de subvenciones anuales, para 
que las entidades sin ánimo de lucro realicen proyectos. 
Paralelamente, se han organizado actuaciones bilaterales 
con otras administraciones públicas en programas de 
salud y medio ambiente. Se han multiplicado también los 
programas educativos, de sensibilización y de formación 
de cooperantes.

Desde la trayectoria y la experiencia de cooperación 
en las Illes Balears, a las cuales ya se ha hecho referencia, 
esta ley pretende consolidar la actuación de las políticas 
de cooperación para el desarrollo y procurar un marco 
organizado y estructurado. Al mismo tiempo, se busca 
una mayor eficacia a partir de la planificación y la evalua-
ción, lo cual permitirá una intervención de calidad.

La actuación que ha de desarrollar la comunidad autó-
noma en materia de cooperación para el desarrollo tiene 
que basarse en un conjunto de principios y valores com-
partidos, en la construcción de actuaciones globales e 
integrales, en la concentración de esfuerzos para que la 
actuación alcance los impactos necesarios, en la partici-
pación de los mismos beneficiarios, como mejores fór-
mulas para contribuir a la erradicación de la pobreza y al 
desarrollo económico y humano.

Además, la cooperación tiene que construirse desde 
la presencia de todos los posibles agentes interesados, ya 
sean administraciones públicas, entidades sociales, ciu-
dadanos voluntarios u otros actores sensibilizados en la 
materia. Desde la iniciativa individual o conjunta han de 
sumarse esfuerzos para hacer más eficaz la cooperación.

Las políticas de cooperación que se lleven a cabo tie-
nen que estar en consonancia con las recomendaciones 
de Naciones Unidas y con las directrices de otros organis-
mos internacionales, y también con los acuerdos entre los 
países de nuestro entorno.

La cooperación internacional que regula esta Ley ha 
de entenderse sin perjuicio de la competencia exclusiva 
del Estado en materia de relaciones internacionales a las 
que hace referencia el artículo 149.1.3 de la Constitución 
Española.
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Esta Ley se aplica respetando los principios, los obje-
tivos y las prioridades de la política española que esta-
blece la Ley 23/1998, de 7 de julio, de Cooperación Interna-
cional para el Desarrollo («BOE» número 162, de 8 de 
julio).

III
Esta Ley se estructura en siete capítulos. El capítulo I 

tiene como finalidad regular el objeto y el ámbito de apli-
cación de la Ley, y también fijar los valores que funda-
mentan las actuaciones de la cooperación, las finalidades, 
los principios ordenadores y las prioridades de la política 
de la administración autonómica de las Illes Balears en 
materia de cooperación para el desarrollo.

El capítulo II establece la planificación (plan director y 
planes anuales), la evaluación de las acciones, los proyec-
tos y programas de cooperación al desarrollo, las modali-
dades y los instrumentos de la cooperación, y, finalmente, 
la coordinación de la política para el desarrollo de la 
Administración de la comunidad autónoma de las Illes 
Balears.

El capítulo III regula los órganos competentes en la 
política de cooperación para el desarrollo de la comunidad 
autónoma de las Illes Balears: el Parlamento, el Consejo de 
Gobierno, el consejero y el órgano directivo competentes 
en materia de cooperación, la Comisión Interdepartamen-
tal de Cooperación al desarrollo, el Consejo de Coopera-
ción al desarrollo y la Comisión de Coordinación de los 
Entes Territoriales de las Illes Balears.

El capítulo IV describe los mecanismos de participa-
ción social y los agentes de la cooperación para desarro-
llo en las Illes Balears.

El capítulo V se refiere a los cooperantes voluntarios y 
remunerados.

Los capítulos VI y VII establecen los medios persona-
les y los recursos materiales.

Finalmente, la Ley prevé nueve disposiciones adicio-
nales, dos disposiciones transitorias, una disposición 
derogatoria y dos disposiciones finales.

CAPÍTULO I

Disposiciones generales

Artículo 1. Objeto.

Esta Ley tiene por objeto regular el régimen jurídico 
de la política de cooperación para el desarrollo de la 
Administración de la comunidad autónoma de las Illes 
Balears, entendida como el conjunto de actuaciones, ini-
ciativas, capacidades y recursos que esta administración 
pone al servicio de los pueblos más desfavorecidos, con 
la finalidad de contribuir a la erradicación de la pobreza, al 
progreso humano, económico y social, y a la defensa de 
los derechos fundamentales de las personas.

Artículo 2. Ámbito de aplicación.

La Ley se aplica, respetando los principios, los objeti-
vos y las prioridades de la política española que establece 
la Ley 23/1998, de Cooperación Internacional para el De-
sarrollo, a la actividad de cooperación para el desarrollo 
realizada, dentro o fuera del territorio de las Illes Balears, 
por la Administración de la comunidad autónoma de las 
Illes Balears, por sí misma o en colaboración con otras 
instituciones y entidades, públicas o privadas. Esta activi-
dad comprende las actuaciones directamente orientadas 
a producir desarrollo sostenible y equitativo en los países 
beneficiarios, y las dirigidas a aumentar el grado de com-
promiso de los mallorquines, menorquines, ibicencos y 
formenterenses para la solidaridad internacional.

Artículo 3. Valores que fundamentan las actuaciones de 
cooperación para el desarrollo.

La actividad de las administraciones públicas de las 
Illes Balears en materia de cooperación para el desarrollo 
se fundamenta en los siguientes valores:

a) El reconocimiento del ser humano en su dimensión 
individual y colectiva como protagonista y destinatario 
último de la cooperación internacional y de la solidaridad.

b) La consecución de un desarrollo humano sosteni-
ble y global, integrador de las dimensiones democrática, 
económica, social y medioambiental, y con respeto a la 
equidad de género.

c) La defensa y promoción de los derechos huma-
nos, la paz y las libertades fundamentales.

d) El respeto a los modelos de desarrollo social y a 
las estructuras políticas que los pueblos hayan adoptado, 
siempre que éstos contribuyan a la estabilidad democrá-
tica y a la justicia social.

e) El reconocimiento de los derechos de los pueblos 
a la defensa y a la promoción de su propia cultura, lengua 
e identidad.

f) El fortalecimiento y el arraigo de la convivencia 
pacífica y democrática y el diálogo entre personas, pue-
blos y culturas como forma para la prevención y resolu-
ción de conflictos sociales y de sus causas.

g) La contribución a un reparto más justo y equita-
tivo de los frutos del crecimiento económico y del desa-
rrollo social.

h) El fomento y la promoción de la economía solida-
ria y el consumo responsable.

Artículo 4. Finalidades de las actuaciones de coopera-
ción para el desarrollo.

La actividad de las administraciones públicas de las 
Illes Balears en materia de cooperación para el desarrollo 
tiene que conseguir las finalidades siguientes:

a) Reducir los desequilibrios económicos y sociales 
hasta erradicar la pobreza.

b) Favorecer el acceso efectivo de las personas a los 
bienes y servicios para satisfacer las necesidades huma-
nas básicas.

c) Dar apoyo a los países beneficiarios para que, 
dentro un marco democrático y de participación de les 
comunidades afectadas, consigan un desarrollo humano, 
integral y sostenible a partir de sus propias capacidades, 
que sea respetuoso con el medio natural de las generacio-
nes presentes y futuras y que movilice los recursos endó-
genos.

Atender o prevenir las situaciones de emergencia de los 
países más empobrecidos y contribuir a preservar la vida de 
los individuos y de las poblaciones más vulnerables.

e) La promoción de la educación y la formación, 
especialmente en los niveles básicos y profesionales, y 
también el acceso al conocimiento científico y tecnoló-
gico.

f) Mejorar las capacidades de las personas y las 
organizaciones en los países empobrecidos.

g) Fortalecer la estructura productiva y el tejido aso-
ciativo en los países beneficiarios para favorecer su desa-
rrollo no dependiente y sostenible.

h) Contribuir a un mayor equilibrio de las relaciones 
comerciales, políticas y estratégicas en la comunidad 
internacional.

i) Impulsar y promover la participación ciudadana en 
las acciones de cooperación.

j) Fomentar la educación y la sensibilización de la 
sociedad de las Illes Balears en la realidad de los países 
empobrecidos.
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Artículo 5. Principios ordenadores de las políticas de 
cooperación para el desarrollo.

Los principios ordenadores que rigen las políticas 
públicas de cooperación al desarrollo en las Illes Balears 
son los siguientes:

a) La coordinación y la complementariedad entre las 
administraciones públicas, y entre éstas y las iniciativas 
solidarias de cooperación para el desarrollo de la socie-
dad civil de las Illes Balears.

b) La coherencia de todas las actuaciones de las 
administraciones públicas con los valores y las finalida-
des que establece esta Ley.

c) La planificación de la actividad pública, con parti-
cipación de la iniciativa social.

d) La coordinación de toda la actividad del Gobierno 
de las Illes Balears dentro del ámbito de la cooperación.

e) La eficacia, la eficiencia y la responsabilidad en la 
planificación, la ejecución, el seguimiento y la evaluación 
de los programas y proyectos de cooperación para el 
desarrollo.

f) La transparencia en la información, la financiación 
y la participación de los agentes de cooperación en este 
ámbito de la actividad pública.

g) La concertación y la corresponsabilidad entre 
donantes y receptores en la aplicación de los recursos 
destinados a la cooperación para el desarrollo.

h) El respeto a las líneas básicas de la acción exterior 
definidas por la Administración del Estado.

i) El respeto y el fomento de la independencia e 
imparcialidad de las organizaciones no gubernamentales, 
los fondos insulares de cooperación, los agentes de 
cooperación y otras instituciones humanitarias en la eje-
cución de los programas y proyectos de cooperación y 
desarrollo.

j) La gratuidad de las acciones de cooperación a 
favor de los pueblos más desfavorecidos, que no pueden 
estar orientadas, ni directa ni indirectamente, a la recep-
ción de contraprestaciones económicas de los donantes.

Artículo 6. Vinculación.

Los valores, las finalidades y los principios ordenado-
res que contiene esta ley vinculan a toda la actividad de 
cooperación para el desarrollo de la Administración de la 
comunidad autónoma de las Illes Balears, y también 
informan sobre las actuaciones en este sector que llevan 
a cabo los consejos insulares y los entes locales de las 
Illes Balears, como también las instituciones que los inte-
gran o las organizaciones que los representan, sin perjui-
cio de la autonomía que tienen en el ejercicio de las com-
petencias atribuidas.

Artículo 7. Prioridades.

La actividad de cooperación para el desarrollo que 
lleva a cabo la Administración de la comunidad autónoma 
se articula en torno a cuatro ejes de prioridades:

a) Geográficas, orientadas a los países y a las regio-
nes que son objeto preferente de atención.

b) Sectoriales, dirigidas a determinados ámbitos de 
actuación preferentes.

c) Sociales, orientadas a los sectores de población 
más desfavorecidos.

d) Transversales, que delimitan estrategias horizon-
tales preferentes que informan, en general, sobre todas 
las actividades de cooperación, sea cual sea el ámbito 
geográfico, sectorial o social en el cual éstas se desarro-
llan.

Artículo 8. Prioridades geográficas.

En cuanto a las prioridades geográficas tiene que 
atenderse de manera preferente:

a) Los países y territorios en desarrollo que figuren 
en la lista elaborada por el Comité de Ayuda al Desarro-
llo de la OCDE (Organización para la Cooperación y el 
Desarrollo Económico).

b) Los países con los que existen relaciones de tipo 
histórico y cultural, o de los cuales, en la actualidad, las 
Illes Balears son receptoras de inmigración.

Artículo 9. Prioridades sectoriales.

1. Los sectores de actuación preferentes en los paí-
ses receptores de las actuaciones de cooperación al de-
sarrollo son los siguientes:

a) Los servicios sociales básicos y, en especial, la 
salud, la vivienda, la seguridad alimentaria y el abasteci-
miento y el saneamiento de aguas.

b) La educación y la capacitación de recursos 
humanos.

c) El desarrollo científico y tecnológico dirigido a 
aumentar las capacidades locales.

La protección y mejora de la calidad del medio 
ambiente, respetando la biodiversidad y la conservación 
y la utilización razonable y sostenible de los recursos 
naturales.

e) La defensa, la promoción, la concienciación y la 
divulgación de los derechos humanos.

f) La prevención de conflictos y la construcción de 
la paz.

g) El fortalecimiento de las estructuras democráti-
cas y de participación social.

h) La dotación, la mejora y la ampliación de las 
infraestructuras, y también el desarrollo de la base pro-
ductiva, en particular de las pequeñas y medianas 
empresas, en las empresas de economía social y en 
todas las dirigidas a crear ocupación en los sectores 
sociales más desfavorecidos, que respeten los derechos 
laborales y medioambientales.

2. En relación a la sensibilización y la educación 
para el desarrollo, tienen prioridad las acciones encami-
nadas a:

a) Concienciar a la opinión pública en materia de 
cooperación para el desarrollo.

b) Difundir en los ámbitos educativos el conoci-
miento de la realidad de los países empobrecidos y las 
causas de su empobrecimiento y de la inmigración.

c) Fomentar la investigación y la difusión de las 
causas de la pobreza y de la inmigración.

Potenciar a los agentes de cooperación radicados en 
las Illes Balears con la finalidad de crear una red de soli-
daridad en el ámbito autonómico.

e) Proyectar las redes de solidaridad constituidas 
en las Illes Balears a otros ámbitos geográficos.

f) Interrelacionar a los agentes de cooperación de 
las Illes Balears que actúen dentro del territorio de la 
comunidad autónoma y fuera.

g) Promover la reflexión sobre el codesarrollo y su 
valor estratégico en el marco de las relaciones entre paí-
ses receptores y sociedades de origen de la inmigra-
ción.

h) Promover la educación para la paz y el respeto 
de los derechos humanos.

i) Difundir y potenciar la economía solidaria y el 
consumo responsable.
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Artículo 10. Prioridades sociales.

Son objeto de atención preferente, en los países desti-
natarios de las acciones de cooperación, estos sectores 
de población:

a) Los colectivos de mujeres que pertenecen a 
poblaciones especialmente vulnerables.

b) La población juvenil excluida del sistema escolar 
y del mercado de trabajo.

c) La infancia, especialmente la que se encuentra 
fuera del sistema educativo o padece discapacidades.

d) La población de los países en conflictos bélicos, 
desplazada y refugiada, y también aquella en proceso de 
retorno o de volver a asentarse y reintegrarse.

e) Los pueblos indígenas y las minorías étnicas ame-
nazadas.

f) La población campesina asentada en las zonas 
rurales más deprimidas.

g) Los grupos humanos de los cinturones de pobreza 
urbana en los países empobrecidos.

h) Las personas mayores dependientes, las perso-
nas discapacitadas y las enfermas sin recursos.

Artículo 11. Prioridades transversales.

La actividad de cooperación para el desarrollo que 
lleva a cabo la Administración de la comunidad autónoma 
se concentra y focaliza en las estrategias transversales 
siguientes:

a) Enfoque de género.
b) Lucha contra la pobreza y sus causas.
c) La sostenibilidad medioambiental.
d) Fortalecimiento de las estructuras democráticas y 

de la sociedad civil y apoyo a las instituciones, especial-
mente las más próximas a la ciudadanía.

CAPÍTULO II

Planificación, evaluación, seguimiento, coordinación,
modalidades e instrumentos de las políticas de cooperación

Artículo 12. Planificación de la cooperación para el de-
sarrollo.

La política de cooperación para el desarrollo de la 
comunidad autónoma de las Illes Balears se establece a 
través de los planes directores y de los planes anuales.

Artículo 13. El plan director.

1. El plan director, que es cuadrienal, tiene que esta-
blecer las líneas generales y las directrices básicas de la 
política de cooperación para el desarrollo de la comuni-
dad autónoma de las Illes Balears.

2. Este plan tiene que establecer los objetivos y con-
cretar las prioridades que señalan los artículos 8, 9, 10 y 11 
de esta Ley, y también los recursos presupuestarios indi-
cativos, que orientan las actuaciones de la comunidad 
autónoma de las Illes Balears en materia de cooperación 
para el desarrollo durante su período de vigencia y que se 
deben respetar y concretar en los planes anuales corres-
pondientes.

3. El plan director tiene que indicar también las 
líneas de coordinación, colaboración o cooperación con 
otros agentes, públicos o privados, bilaterales o multilate-
rales, que sean necesarios o convenientes para alcanzar 
los objetivos estratégicos de la cooperación para el de-
sarrollo de la comunidad autónoma de las Illes Balears.

4. La formulación del proyecto del plan director 
corresponde a la consejería competente en materia de 
cooperación para el desarrollo, que tiene que formularla 
durante los seis primeros meses de cada legislatura, y se 

basa en un proceso previo y exhaustivo de estudio, infor-
mación, consulta, evaluación y participación.

5. La formulación definitiva del proyecto del plan 
director, a propuesta de la consejería competente en 
materia de cooperación para el desarrollo, corresponde al 
Gobierno de las Illes Balears, que la eleva al Parlamento 
de las Illes Balears para que delibere y, si corresponde, la 
apruebe.

6. El plan director tiene que fijar los mecanismos y 
los criterios básicos para evaluar la ejecución de la polí-
tica de la cooperación que lleva a cabo la administración 
autonómica, calcular el impacto de los recursos aplicados 
y controlar el gasto.

7. El plan país o los planes región, que son la concre-
ción de acciones integrales o sectoriales en un área geo-
gráfica determinada, tienen que fijar las estrategias con-
cretas de intervención.

Artículo 14. Los planes anuales.

1. Los planes anuales son los instrumentos de pro-
gramación de la actividad de la Administración de la 
comunidad autónoma de las Illes Balears en el ámbito de 
la cooperación y desarrollan los objetivos, las prioridades 
y los recursos establecidos en el plan director.

2. Formular el proyecto del plan anual corresponde 
al órgano directivo competente en materia de coopera-
ción para el desarrollo, el cual, con las consultas precepti-
vas previas y las que considere convenientes, tiene que 
someterlo a la consideración del titular de la consejería.

3. La formulación definitiva del proyecto de plan 
anual corresponde a la consejería competente en materia 
de cooperación para el desarrollo, que tiene que elevarla 
al Gobierno de las Illes Balears para que delibere, y, si 
corresponde, la apruebe.

4. Los planes anuales tienen que fijar los mecanis-
mos y los criterios básicos para evaluar la ejecución de la 
política de la cooperación para el desarrollo que lleva a 
cabo la administración, calcular el impacto de los recur-
sos aplicados y controlar el gasto.

Artículo 15. Evaluación de las acciones, de los proyectos 
y de los programas de cooperación para el desarrollo.

1. Las acciones, los proyectos y los programas de 
cooperación para el desarrollo financiados con fondos 
públicos de la comunidad autónoma en curso de ejecu-
ción, y los finalizados, desde que se concibieron y definie-
ron y hasta los resultados, son objeto de evaluación.

2. La evaluación se rige por los criterios básicos de 
eficacia, eficiencia, pertinencia, impacto y viabilidad.

3. Los procedimientos y las bases generales de eva-
luación tienen que establecerse reglamentariamente y 
seguir la metodología de la cooperación oficial del Estado 
español y de la Unión Europea.

Artículo 16. Seguimiento de los instrumentos de planifi-
cación de la cooperación para el desarrollo de la 
Comunidad Autónoma.

Con carácter anual, tiene que elaborarse un informe 
de seguimiento que debe contener un análisis del grado 
de cumplimiento de los objetivos previstos en el plan 
director y en los planes anuales. Este informe tiene que 
elaborarse de acuerdo con los mecanismos y criterios 
básicos fijados en los instrumentos de planificación.

Artículo 17. Modalidades de la cooperación para el de-
sarrollo.

1. La política que establece el Gobierno de las Illes 
Balears en materia de cooperación para el desarrollo la 
ejecuta la Administración de la comunidad autónoma por 
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sí misma o a través de organizaciones no gubernamenta-
les, de los fondos insulares de cooperación, o de cual-
quier otro agente de cooperación que prevé esta Ley.

2. La actividad de cooperación para el desarrollo que 
ejecuta directamente la Administración de la comunidad 
autónoma puede articularse mediante cualquier forma 
reglada de colaboración con otras instituciones o entida-
des, públicas o privadas, nacionales o internacionales.

3. La actividad de cooperación para el desarrollo que 
lleva a cabo la Administración de la comunidad autónoma 
engloba, además de la que ejecuta directamente, la que 
financia, mediante el otorgamiento de subvenciones y la 
formalización de otros instrumentos de colaboración, a 
través de organizaciones no gubernamentales, de los fon-
dos insulares de cooperación, o de cualquier otro agente 
de cooperación que prevé esta Ley, para ejecutar progra-
mas y proyectos de cooperación para el desarrollo, siem-
pre que tengan carácter no lucrativo.

Artículo 18. Instrumentos de la cooperación para el 
desarrollo.

La política de cooperación para el desarrollo se articula 
a través de los instrumentos siguientes:

a) Cooperación técnica.
b) Cooperación económica en condiciones no reem-

bolsables.
c) Cooperación financiera.
d) Ayuda de emergencia.
e) Ayuda humanitaria.
f) Educación para la defensa de los derechos huma-

nos y de los valores democráticos y para la construcción 
de la paz.

g) Educación para el desarrollo y la sensibilización 
social.

h) Formación para la cooperación al desarrollo.
i) Investigación para el desarrollo.
j) Otros posibles instrumentos de cooperación para el 

desarrollo siempre que respeten los principios de esta Ley.

Artículo 19. Definición de los instrumentos de coopera-
ción para el desarrollo.

1. La cooperación técnica para el desarrollo incluye 
cualquier modalidad de asistencia dirigida a la formación 
y calificación de recursos humanos en el país receptor. La 
cooperación técnica se lleva a cabo a través de acciones, 
programas y proyectos de educación y de formación; de 
investigación y de desarrollo tecnológico; de intercambio 
de expertos; de información, documentación, intercam-
bio, asesoramiento, consultoría y estudios, y, en general, 
de todo aquello que contribuye a elevar las capacidades 
de las personas y mejorar las organizaciones sociales y 
los marcos institucionales en los países beneficiarios.

2. La cooperación económica en condiciones no 
reembolsables consiste en aportaciones a proyectos de 
inversión con la finalidad de mejorar el capital físico de los 
países beneficiarios, y también en aportaciones a progra-
mas de ayuda a los diferentes sectores socioeconómicos.

3. La cooperación financiera se expresa a través de 
medidas y de intervenciones orientadas a mejorar el 
acceso de los países beneficiarios al capital financiero.

4. Las ayudas de emergencia son las que tienden a 
satisfacer, en un primer momento, las necesidades huma-
nas en situaciones provocadas por catástrofes naturales o 
humanas, falta de materias primas esenciales o aconteci-
mientos análogos, para aligerar el sufrimiento de las 
poblaciones vulnerables y contribuir a su supervivencia. 
Se entienden también como ayudas de emergencia las 
inmediatas para atender a los refugiados y desplazados 
como consecuencia de catástrofes naturales o humanas.

5. La acción humanitaria es la que tiene como obje-
tivo primordial la preservación de la vida de las poblacio-

nes vulnerables, que reconoce la dignidad y los derechos 
de todo ser humano, y que se define a través de dos tipos 
de acciones complementarias:

a) La asistencia como aportación de recursos mate-
riales y humanos.

b) La protección, entendida como el reconocimiento 
de la dignidad y los derechos intrínsecos de estas pobla-
ciones.

6. La educación para la defensa de los derechos 
humanos y de los valores democráticos y para la cons-
trucción de la paz comprende cualquier tipo de acciones 
cuyo objetivo sea la protección de la vida, la libertad, la 
dignidad, la igualdad, la seguridad, la integridad física y la 
propiedad del individuo.

7. La educación para el desarrollo y la sensibilización 
social consiste en el conjunto de acciones que favorecen 
una mejor percepción de la sociedad hacia las causas y 
los problemas que afectan a los países empobrecidos, y 
que estimulan la solidaridad y la cooperación activas con 
éstos.

8. La formación para la cooperación internacional 
consiste en la capacitación de las personas que, por su 
compromiso o su profesión, se dedican a la cooperación 
para el desarrollo, articulada preferentemente a través de 
los agentes de cooperación.

9. La investigación para el desarrollo comprende la 
producción y el intercambio de recursos humanos de 
conocimiento para el estudio de las causas y soluciones 
de la situación de países del sur.

Artículo 20. Medios para hacer efectivos los instrumen-
tos de cooperación para el desarrollo.

Los medios para hacer efectivos los instrumentos de 
cooperación para el desarrollo son los siguientes:

a) La disposición de fondos públicos para fomentar 
las acciones de cooperación para el desarrollo.

b) La iniciativa de las administraciones públicas para 
realizar estudios de identificación previa, que pueden 
derivar en acciones de ejecución propia.

c) Las declaraciones institucionales, los protocolos, 
los convenios, y todos aquellos otros que sean necesarios 
para hacer efectivos los instrumentos de cooperación 
para el desarrollo.

Artículo 21 Coordinación de la política para el desarrollo 
de la Administración de la comunidad autónoma.

1. La Administración de la comunidad autónoma tiene 
que velar especialmente por la coordinación con la Admi-
nistración del Estado y con otras comunidades autónomas, 
a fin de asegurar la complementariedad de sus acciones 
con el conjunto de las actuaciones de cooperación que rea-
lizan las diferentes administraciones públicas.

2. La Administración de la comunidad autónoma, en 
el marco de la Unión Europea, tiene que impulsar meca-
nismos de coordinación de sus políticas de cooperación 
para el desarrollo con las de las distintas instituciones 
europeas competentes, como también con las regiones 
del ámbito comunitario.

3. El Gobierno de las Illes Balears tiene que llevar a 
cabo una política activa de colaboración con los consejos 
insulares y los entes locales de las Illes Balears que desti-
nan recursos a la cooperación para el desarrollo. En espe-
cial, debe impulsar la participación de los entes locales de 
las Illes Balears en acciones de cooperación para el desa-
rrollo mediante la aplicación de instrumentos mancomu-
nados, consorcios interadministrativos u otros entes de 
características análogas, como los fondos insulares de 
cooperación.

4. Sin perjuicio de la competencia exclusiva del 
Estado en materia de relaciones internacionales, la 
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Administración de la comunidad autónoma puede 
impulsar las formas de colaboración y cooperación que 
sean pertinentes con las instituciones y entidades de los 
países receptores de la ayuda para desarrollo, a fin de 
mejorar la eficacia y la eficiencia de los programas y pro-
yectos de cooperación de interés común en este 
ámbito.

CAPÍTULO III

Órganos de la comunidad autónoma competentes
en la política de cooperación para el desarrollo

SECCIÓN I. ÓRGANOS RECTORES

Artículo 22. Atribuciones del Parlamento de las Illes 
Balears.

Corresponde al Parlamento la aprobación del plan 
director, de acuerdo con lo previsto en esta Ley.

Artículo 23. Atribuciones del Consejo de Gobierno de les 
Illes Balears.

Corresponde al Consejo de Gobierno de las Illes 
Balears:

a) Establecer la política de cooperación para el de-
sarrollo de la comunidad autónoma.

b) Aprobar la formulación definitiva del proyecto del 
plan director y enviarlo al Parlamento para que delibere y, 
si corresponde, lo apruebe.

c) Aprobar el plan anual de cooperación para el 
desarrollo.

d) Ejercer todas las facultades que le atribuyan las 
disposiciones vigentes.

SECCIÓN II. ÓRGANOS EJECUTIVOS

Artículo 24. Atribuciones del consejero competente en 
materia de cooperación para el desarrollo.

Corresponde al consejero competente en materia de 
cooperación para el desarrollo:

a) Elevar al Consejo de Gobierno la propuesta de 
proyecto de plan director para que éste haga la formula-
ción definitiva, si corresponde.

b) Aprobar la formulación definitiva del plan anual y 
elevarlo al Consejo de Gobierno para que delibere y, si 
corresponde, lo apruebe.

c) Desarrollar la acción de gobierno en materia de 
cooperación para el desarrollo y, en concreto, impulsar la 
ejecución de las medidas contenidas en el plan director y 
en los planes anuales y, en general, de todas las actuacio-
nes que lleve a cabo la Administración de la comunidad 
autónoma en este sector.

d) Informar al Parlamento sobre el grado de ejecución 
del plan director y de los planes anuales que lo desarrollan.

e) Aprobar los documentos de seguimiento del plan 
director y de los planes anuales de cooperación.

f) Fijar reglamentariamente los procedimientos y las 
bases generales para la evaluación, el seguimiento y el 
control de los proyectos y programas financiados con 
fondos públicos de la comunidad autónoma, sin perjuicio 
de las competencias atribuidas a otras instituciones y 
organismos por la legislación vigente.

g) Impulsar la coordinación de los órganos de la 
Administración de la comunidad autónoma que, en el 
ámbito de sus competencias, llevan a cabo actuaciones 
en materia de cooperación para el desarrollo.

Artículo 25. Atribuciones del órgano directivo compe-
tente en materia de cooperación para el desarrollo.

1. Corresponde al órgano directivo competente en 
materia de cooperación para el desarrollo, bajo la direc-
ción del consejero correspondiente:

a) Redactar el borrador de propuesta de proyecto de 
plan director, cuya elaboración corresponde al titular de la 
consejería.

b) Formular la propuesta de los proyectos de los pla-
nes anuales y elevarlos a la consideración del titular de la 
consejería para que haga la formulación definitiva, si 
corresponde.

c) Dirigir la coordinación de los órganos de la Admi-
nistración de la comunidad autónoma y de la administra-
ción instrumental que, en el ámbito de sus competencias, 
realizan actuaciones en materia de cooperación para el 
desarrollo.

d) Elaborar los documentos de seguimiento del plan 
director y de los planes anuales de cooperación para el 
desarrollo.

e) Evaluar los programas y proyectos financiados 
con fondos de la comunidad autónoma o cofinanciados 
con otras entidades públicas o privadas.

f) Mantener relaciones con la Agencia Española de 
Cooperación Internacional y con otras instituciones y enti-
dades, públicas o privadas, nacionales o internacionales, 
en el ámbito de la cooperación internacional.

g) Promover la interlocución con los agentes de 
cooperación.

h) Llevar a cabo las relaciones ordinarias con los 
órganos de coordinación, colaboración y consulta que 
prevé esta Ley.

i) Ejercer aquellas otras facultades y atribuciones 
que le corresponden de acuerdo con la legislación 
vigente.

2. Las atribuciones conferidas al titular del centro 
directivo competente en materia de cooperación para el 
desarrollo que establecen las letras e), f) y g), lo son sin 
perjuicio de que el titular de la consejería las asuma direc-
tamente cuando así lo considere oportuno.

SECCIÓN III. ÓRGANOS DE COORDINACIÓN Y CONSULTA

Artículo 26. Comisión Interdepartamental de Coopera-
ción para el Desarrollo.

1. Se crea la Comisión Interdepartamental en mate-
ria de Cooperación para el Desarrollo como órgano de 
coordinación técnica de la Administración de la comuni-
dad autónoma en este sector de actividad.

2. La composición y el funcionamiento de la Comi-
sión Interdepartamental tienen que regularse reglamenta-
riamente.

Artículo 27. Consejo de Cooperación para el Desarrollo 
de las Illes Balears.

1. El Consejo de Cooperación para el Desarrollo de 
las Illes Balears es el órgano consultivo y de participación 
de la iniciativa social en la definición y la aplicación de las 
políticas de cooperación para el desarrollo en el ámbito 
de la comunidad autónoma. Este órgano colegiado está 
adscrito a la consejería competente en materia de coope-
ración para el desarrollo.

2. En el Consejo de Cooperación para el Desarrollo 
de las Illes Balears, además de la Administración de la 
comunidad autónoma, participan los agentes de coopera-
ción a los que se refiere el artículo 29 de esta Ley, colecti-
vos de solidaridad y expertos en este sector.
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3. El Consejo de Cooperación para el Desarrollo de 
las Illes Balears tiene las funciones siguientes:

a) Conocer los anteproyectos de Ley y cualquier otra 
disposición general que regule materias concernientes a 
la cooperación para el desarrollo e informar sobre ellos.

b) Participar en la formulación de los instrumentos 
de planificación que establece esta Ley.

c) Conocer el borrador de la propuesta de plan direc-
tor, deliberar e informar sobre ellos antes de que el conse-
jero competente en materia de cooperación para el desa-
rrollo elabore la propuesta de proyecto de plan director y 
la someta a la consideración del Consejo de Gobierno.

d) Conocer la propuesta de los proyectos de planes 
anuales, deliberar e informar sobre ellos antes de que el 
consejero competente en materia de cooperación para el 
desarrollo haga la formulación definitiva y la eleve a la 
consideración del Consejo de Gobierno.

e) Conocer los resultados de los documentos de 
seguimiento de los instrumentos de planificación y, en 
general, de la evaluación de los proyectos de cooperación.

f) Elaborar por iniciativa propia, informes, recomen-
daciones y propuestas sobre la política y las actuaciones 
de cooperación para el desarrollo de la comunidad autó-
noma.

4. La composición, la organización y el funciona-
miento del Consejo de Cooperación para el Desarrollo de 
las Illes Balears tienen que determinarse reglamentaria-
mente.

5. El Gobierno de las Illes Balears habilitará la dota-
ción económica necesaria para llevar a cabo las funciones 
encomendadas al Consejo de Cooperación para el De-
sarrollo.

Artículo 28. Comisión de Coordinación de los Entes 
Territoriales de las Illes Balears en materia de Coope-
ración para el Desarrollo.

1. Se crea la Comisión de Coordinación de los Entes 
Territoriales de las Illes Balears como órgano de coordina-
ción, cooperación y asistencia recíproca entre la Adminis-
tración de la comunidad autónoma, los consejos insulares 
y los entes locales de las Illes Balears que ejecutan gastos 
computables como cooperación para el desarrollo. En 
esta comisión participan también los fondos insulares de 
cooperación constituidos en las Illes Balears.

2. Las funciones de la Comisión de Coordinación de los 
Entes Territoriales de las Illes Balears son las siguientes:

a) Asegurar la información y la comunicación 
mutuas entre la Administración de la comunidad autó-
noma, los consejos insulares, las entidades locales de las 
Illes Balears y los fondos insulares de cooperación muni-
cipal, sobre las actuaciones que cada uno lleva a cabo en 
el ámbito de la cooperación para el desarrollo.

b) Promover la creación de una base de datos donde 
conste la información de las actuaciones que las distintas 
administraciones públicas de las Illes Balears ejecutan o 
financian en materia de cooperación para el desarrollo.

c) Deliberar en común las actuaciones de coopera-
ción para el desarrollo que ejecutan o financian las admi-
nistraciones públicas de las Illes Balears y los fondos 
insulares de cooperación, con la finalidad de garantizar la 
coherencia y la complementariedad de las acciones de 
desarrollo que estas administraciones llevan a cabo en el 
marco de sus competencias.

d) Planificar e impulsar acciones conjuntas de 
cooperación para el desarrollo entre las administraciones 
públicas de las Illes Balears.

3. La composición y el funcionamiento de esta comi-
sión tiene que regularse reglamentariamente.

CAPÍTULO IV

Mecanismos de participación social y agentes
de la cooperación para el desarrollo en las Illes Balears

Artículo 29. Agentes de la cooperación para el desarrollo.

1. A los efectos de la Ley de cooperación, se conside-
ran agentes de la cooperación:

a) La Administración de la comunidad autónoma, los 
consejos insulares y los entes locales de las Illes Balears, 
y también las instituciones que los integran u organizacio-
nes que los representan en el ámbito de la cooperación 
para el desarrollo.

b) El Fondo Mallorquín de Solidaridad y Coopera-
ción, el Fondo Menorquín de Cooperación y el Fondo 
Pitiuso de Cooperación.

c) Las organizaciones no gubernamentales para el 
desarrollo.

d) Las confesiones religiosas.
e) Las universidades.
f)   Las organizaciones empresariales.
g) Las organizaciones sindicales.
h) Las comunidades baleares asentadas fuera del 

territorio balear inscritas en el registro correspondiente.
i) Otros agentes sociales o entidades que tengan 

entre sus finalidades llevar a cabo actividades de coope-
ración para el desarrollo.

Artículo 30. Condiciones para actuar en el ámbito de la 
cooperación para el desarrollo en las Illes Balears.

1. Los agentes de cooperación deben cumplir las 
condiciones siguientes:

a) Tener personalidad jurídica propia de acuerdo con 
las leyes que les son aplicables.

b) Tener sede social o delegación permanente en la 
comunidad autónoma de las Illes Balears.

c) No tener ánimo de lucro, lo que se entiende como 
la no apropiación de los beneficios obtenidos a través de 
acciones de cooperación para el desarrollo financiadas al 
amparo de la presente ley. De todas formas, cualquier 
ingreso obtenido en las mencionadas actuaciones, tendrá 
que ser reinvertido en actividades de desarrollo, ayuda 
humanitaria o educación para el desarrollo, con la expresa 
autorización de la administración.

d) Si es necesario, tener un socio o una contraparte 
local en la zona donde se lleven a cabo los proyectos de 
cooperación.

2. Las entidades con personalidad jurídica pública 
quedan excluidas del cumplimiento de las condiciones 
que prevén las letras anteriores que sean incompatibles 
con su naturaleza jurídica.

3. Las comunidades baleares asentadas fuera del 
territorio de las Illes Balears quedan excluidas del cumpli-
miento de las condiciones previstas en la letra b) del 
punto 1. No obstante, tienen que acreditar que disponen 
de capacidad operativa suficiente para actuar en el ámbito 
de la cooperación y la solidaridad internacionales.

4. Excepcionalmente, cuando razones de interés 
público o social lo aconsejen y a instancia motivada del 
titular de la consejería competente, pueden actuar en el 
ámbito de la cooperación de la comunidad autónoma de 
las Illes Balears, agentes de cooperación que no cumplan 
la condición señalada en la letra b) del punto 1.

Artículo 31. Organizaciones no gubernamentales para el 
desarrollo establecidas en las Illes Balears.

1. Las organizaciones no gubernamentales para el 
desarrollo establecidas en las Illes Balears se constituyen 
en interlocutores permanentes del Gobierno y la Adminis-
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tración de la comunidad autónoma en materia de coope-
ración internacional para el desarrollo.

2. A efectos de esta ley, se consideran organizacio-
nes no gubernamentales para el desarrollo establecidas 
en las Illes Balears las entidades que cumplen los requisi-
tos siguientes:

a) Ser entidades privadas, legalmente constituidas y 
sin ánimo de lucro.

b) Establecer expresamente en sus estatutos, que 
entre sus objetivos se encuentra la realización de activida-
des relacionadas con los valores y las finalidades de la 
cooperación para el desarrollo.

c) Gozar de capacidad jurídica y de obrar plenas, y 
disponer de una estructura susceptible de garantizar el 
cumplimiento de sus finalidades.

d) Tener sede social o delegación permanente en la 
comunidad autónoma de las Illes Balears.

e) Respetar el código de conducta propio de las 
organizaciones no gubernamentales.

f) No tener relaciones de dependencia, ni directa ni 
indirecta, de instituciones públicas, sean autonómicas, 
estatales o internacionales.

Artículo 32. Promoción de la educación para el desarro-
llo y de la sensibilización de la población.

La administración autonómica de las Illes Balears 
debe promover actividades de sensibilización, difusión y 
educación con la finalidad de dar a conocer los problemas 
que afectan a las sociedades de los países en desarrollo, 
con el objetivo de propiciar la reflexión crítica, el espíritu 
solidario y la participación comprometida de todos los 
ciudadanos en las tareas de cooperación para el desarro-
llo. Para llevar a cabo esta tarea, la administración auto-
nómica de las Illes Balears debe impulsar campañas de 
divulgación, programas educativos y actividades formati-
vas y cualquier otro tipo de deberes que se consideren 
adecuados a esta finalidad, y apoyar las iniciativas propias 
de las organizaciones no gubernamentales de desarrollo, 
universidades e instituciones educativas y los Fondos de 
Cooperación Municipal de Mallorca, de Menorca y de las 
Pitiusas.

CAPÍTULO V

Los cooperantes

Artículo 33. Disposición general.

En los programas y los proyectos de cooperación para 
el desarrollo que gestiona directamente la Administración 
de la comunidad autónoma o en aquellos que, financia-
dos con fondos públicos, son de responsabilidad de los 
otros agentes de cooperación citados en el artículo 29 de 
esta Ley, pueden participar personas cooperantes, volun-
tarias o remuneradas.

Artículo 34. Los cooperantes voluntarios.

A efectos de esta ley se entiende por cooperante volun-
tario cualquier persona física que, por libre determinación, 
sin recibir ninguna contraprestación económica ni tener 
relación laboral, mercantil o funcionarial de cualquier tipo, 
participa de manera responsable en los programas y pro-
yectos de cooperación para el desarrollo a través de los 
agentes de cooperación determinados en esta Ley.

Artículo 35. Los cooperantes remunerados.

A efectos de esta ley se entiende por cooperante 
remunerado la persona física que cumple los requisitos 
que establece el artículo 38 de la Ley 23/1998, de 7 de 
julio, y le es aplicable la normativa estatal vigente.

CAPÍTULO VI

Medios personales

Artículo 36. El personal de la cooperación para el de-
sarrollo.

La gestión, la evaluación y el control de las acciones, 
de los programas y de los proyectos de cooperación para 
el desarrollo de la Administración de la comunidad autó-
noma tienen que llevarse a cabo con personal al servicio 
de ésta, y pueden participar también los agentes que 
actúan en el ámbito de la cooperación en las Illes Balears 
y los cooperantes voluntarios o remunerados en la forma 
prevista en esta Ley y en la que determinan los instru-
mentos de planificación aprobados.

Artículo 37. Participación del personal de la comunidad 
autónoma en programas y proyectos propios.

1. La actividad de la Administración de la comunidad 
autónoma en el ámbito de la cooperación para el desarro-
llo llevada a cabo en las Illes o fuera, tiene que ejecutarla 
el personal propio de esta administración adscrito al cen-
tro directivo que tenga competencias en la materia. No 
obstante, con las condiciones y las limitaciones que se 
establecen en el apartado siguiente, los trabajadores 
públicos dependientes de otros centros directivos pueden 
participar en acciones, programas y proyectos de coope-
ración que realice directamente la administración.

2. Los planes anuales de cooperación que apruebe el 
Consejo de Gobierno tienen que determinar el número de 
trabajadores públicos no adscritos al centro directivo 
competente en materia de cooperación para el desarrollo 
que, por tiempo determinado, puede participar en estas 
actividades, y también las acciones, los programas y los 
proyectos susceptibles de acogerlos.

3. Al personal funcionario al servicio de la Adminis-
tración de la comunidad autónoma adscrito y no adscrito 
al centro directivo competente en materia de coopera-
ción, autorizado a participar en acciones, programas y 
proyectos en esta materia, se le tiene que conceder una 
comisión de servicios de carácter temporal, que se regirá 
por la normativa en materia de función pública, siempre 
que eso no exija la sustitución del lugar de trabajo. En el 
caso del personal laboral, se regirá por lo que disponga el 
convenio colectivo que le sea aplicable. En caso de que el 
convenio no haga ninguna previsión al respecto, se apli-
carán las mismas medidas de garantía de los puestos de 
trabajo que tienen los funcionarios públicos.

4. Los costes derivados de la participación de este 
personal tienen que sufragarse con cargo a las partidas 
presupuestarias destinadas a la cooperación para el desa-
rrollo de la Administración de la comunidad autónoma, a 
las que tiene que imputarse también el coste de los segu-
ros complementarios que las circunstancias aconsejen 
concertar.

Artículo 38. Participación del personal de la comunidad 
autónoma en programas y proyectos financiados con 
fondos públicos de la comunidad autónoma.

El personal al servicio de la comunidad autónoma 
autorizado a participar en programas y proyectos de 
cooperación para el desarrollo gestionados por otros agen-
tes de cooperación de las Illes Balears y financiados con 
fondos públicos de la comunidad autónoma, en calidad de 
personal voluntario o cooperante, estará sujeto al mismo 
régimen previsto en el punto 3 del artículo anterior.
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Artículo 39. Contratación externa.

La Administración de la comunidad autónoma, en el 
ámbito de la cooperación para el desarrollo y para actua-
ciones para las que no disponga de medios personales 
adecuados o suficientes, puede contratar empresas o pro-
fesionales, de acuerdo con lo que prevé la legislación regu-
ladora de los contratos de las administraciones públicas.

CAPÍTULO VII

Recursos materiales

Artículo 40. Recursos para la cooperación al desarrollo.

1. Anualmente, la Ley de Presupuestos determina los 
recursos destinados a la cooperación para el desarrollo 
en el ámbito de la comunidad autónoma, en concordancia 
con las orientaciones indicativas que establece el plan 
director, garantizando que cada año se destine un mínimo 
de un 0,7 por 100 de los fondos propios de los presupues-
tos de la comunidad autónoma a la cooperación para el 
desarrollo. La mayor parte del mencionado porcentaje 
será destinada a financiar proyectos de cooperación para 
el desarrollo que gestionan organizaciones no guberna-
mentales para el desarrollo de las Illes Balears.

2. Los recursos destinados a la cooperación para el 
desarrollo pueden incrementarse con subvenciones y 
contribuciones de otros organismos e instituciones, 
nacionales o internacionales, públicos y privados, y de 
personas físicas o jurídicas.

Artículo 41. Gastos con alcance plurianual.

De acuerdo con lo establecido por la legislación pre-
supuestaria y de finanzas, pueden adquirirse compromi-
sos de gasto para financiar proyectos y programas de 
cooperación para el desarrollo que se extiendan a ejerci-
cios posteriores a aquel en que han sido autorizados, 
siempre que se inicie la ejecución durante el ejercicio en 
que se han autorizado.

Artículo 42. Ayudas y subvenciones.

1. La Administración de la comunidad autónoma 
puede financiar, mediante ayudas o subvenciones, los 
programas y los proyectos de las entidades privadas sin 
ánimo de lucro legalmente constituidas que cumplen los 
requisitos que establecen los artículos 30 y 31 de esta Ley 
y que se corresponden con las previsiones del plan direc-
tor y de los planes anuales en este ámbito.

2. La Administración de la comunidad autónoma 
también puede financiar programas y proyectos de 
cooperación para el desarrollo mediante convenios de 
colaboración y cooperación con todas las administracio-
nes, instituciones y entidades públicas o privadas que 
convengan en cada caso, siempre que no tengan finalidad 
de lucro y se correspondan con las previsiones del plan 
director y de los planes anuales.

3. Las ayudas y subvenciones previstas en este artículo 
se otorgarán en régimen de publicidad, transparencia, con-
currencia, objetividad, igualdad y no discriminación.

4. Excepcionalmente, se concederán de forma directa 
subvenciones cuyo otorgamiento y cuantía sean impues-
tos a la administración en el correspondiente plan direc-
tor aprobado por el Parlamento o en los supuestos en que 
este procedimiento esté autorizado en la legislación gene-
ral reguladora de las subvenciones.

5. La resolución de la concesión de las ayudas direc-
tas y, en su caso, los convenios instrumentales a través de 
los cuales se canalicen estas subvenciones, tienen que 
establecer las condiciones y los compromisos aplicables 

de conformidad con lo que dispone esta ley y el resto de 
la normativa aplicable.

Artículo 43. Pago anticipado de subvenciones.

1. Como excepción a lo que dispone la legislación 
balear reguladora de las subvenciones, se pueden hacer, 
con carácter general, pagos anticipados de las subvencio-
nes concedidas con cargo a los créditos de cooperación al 
desarrollo, atendida la naturaleza de estas ayudas.

2. Estos pagos suponen la entrega de fondos con 
carácter previo a la justificación, como una financiación 
necesaria para poder llevar a cabo las actuaciones inhe-
rentes a las subvenciones otorgadas y la consecución de 
la finalidad para la que fueron concedidas.

3. En estos casos, el régimen de garantías que tienen 
que aportar los beneficiaros se establecerán en las dispo-
siciones que fijen las bases reguladoras correspondientes 
o, si procede, en la normativa que sea de aplicación.

Disposición adicional primera. Aportación a las institu-
ciones que integran o a las organizaciones que repre-
sentan a los entes locales de las Illes.

1. Los instrumentos de programación de la actividad 
de la Administración de la comunidad autónoma en mate-
ria de cooperación para el desarrollo que apruebe el 
Gobierno de las Illes Balears tienen que contener una esti-
mación de los recursos presupuestarios que se prevean 
asignar anualmente a las instituciones que integran los 
entes locales de les Illes o las organizaciones que los 
representan, en las que éstos hayan delegado la gestión de 
los fondos conceptuales en sus presupuestos como ayuda 
al desarrollo, en particular los fondos insulares de coopera-
ción. Esta estimación tiene que efectuarse de acuerdo con 
los criterios generales que, al efecto, se hayan establecido 
en el plan director.

2. Los recursos presupuestarios indicativos determi-
nados en los instrumentos de programación orientarán 
en lo que se refiere a las aportaciones anuales a los fon-
dos insulares de cooperación o a entes de análogas carac-
terísticas, la formulación del anteproyecto correspon-
diente al estado de gastos de la consejería competente en 
materia de cooperación para el desarrollo, los cuales han 
de tenerse en cuenta a la hora de formular el proyecto de 
ley de presupuestos generales de la comunidad autó-
noma.

3. El plan director tiene que fijar los procedimientos 
y las bases generales a las que se debe ajustarse la Admi-
nistración de la comunidad autónoma para determinar 
anualmente la distribución entre los fondos insulares de 
cooperación legalmente constituidos en las Illes Balears 
de los recursos que con esta finalidad se consignen en el 
presupuesto.

Disposición adicional segunda. Presentación en el Parla-
mento de las Illes Balears del primer proyecto de plan 
director.

El Gobierno de las Illes Balears, en el plazo máximo de 
nueve meses a partir de la entrada en vigor de esta Ley, 
aprobará la formulación definitiva del proyecto de plan 
director y lo enviará al Parlamento para que delibere y, si 
corresponde, lo apruebe.

Disposición adicional tercera. Creación de la estructura 
organizativa adecuada a la política de cooperación 
para el desarrollo.

Se autoriza al Gobierno de las Illes Balears para que 
cree una empresa pública, de las tipificadas como enti-
dad de derecho público, que tiene que someter la activi-
dad al ordenamiento jurídico privado de acuerdo con lo 



26762 Jueves 28 julio 2005 BOE núm. 179

previsto en el punto 1 de la letra b) del artículo 1 de la 
Ley 3/1989, de 29 de marzo, de entidades autónomas y 
empresas públicas y vinculadas de la comunidad autó-
noma de las Illes Balears, adscrita a la consejería compe-
tente en materia de cooperación para el desarrollo y 
emigración, cuya finalidad es la ejecución y la gestión de 
los instrumentos a través de los cuales se articula la polí-
tica de cooperación para el desarrollo y emigración, y la 
aplicación de los recursos económicos y materiales para 
hacerla efectiva, siguiendo los mandatos y las directri-
ces de actuación establecidos por los órganos compe-
tentes del Gobierno de las Illes Balears y su administra-
ción pública.

Disposición adicional cuarta. Fomento del voluntariado 
para la cooperación al desarrollo y la solidaridad inter-
nacional.

1. La Administración de la comunidad autónoma 
tiene que fomentar, por medio de los entes competentes, 
el voluntariado al servicio de programas y proyectos de 
cooperación para el desarrollo y solidaridad internacional 
a cargo de entidades públicas y privadas sin ánimo de 
lucro.

2. Según lo que dispone el apartado 1, la Adminis-
tración de la comunidad autónoma puede establecer 
convenios con las entidades a las que se refiere; estos 
convenios, dentro del marco legislativo vigente, tienen 
que concretar los compromisos de las partes firmantes, 
con el fin de asegurar que las entidades citadas atiendan 
la formación, las necesidades básicas, la seguridad per-
sonal, la responsabilidad y la información necesarias 
para el cumplimiento del contrato no laboral de volunta-
riado.

Disposición adicional quinta. Fomento de la formación 
en materia de cooperación para el desarrollo.

1. La Administración de la comunidad autónoma 
tiene que dar apoyo a las iniciativas de los entes locales y 
de las instituciones y las entidades para la educación y la 
formación de profesionales de la cooperación para el desa-
rrollo, especialmente de las que reciban reconocimiento 
internacional.

2. La Administración de la comunidad autónoma, de 
acuerdo con la finalidad a que se refiere el apartado 1, 
puede establecer convenios con las universidades, las 
organizaciones no gubernamentales para el desarrollo, 
los fondos insulares de cooperación y con otros de otra 
naturaleza.

Disposición adicional sexta. Normas especiales regula-
doras de las subvenciones en materia de cooperación 
para el desarrollo y solidaridad.

El Gobierno de las Illes Balears, mediante decreto, 
puede exceptuar los principios de publicidad o concu-
rrencia u otros aspectos del régimen de gestión, pago, 
control, reintegro o sanciones, en los procedimientos 
de concesión de subvenciones con cargo a los créditos 
de la cooperación para el desarrollo en la medida en 
que éstos sean desarrollo de la política de proyección 
institucional de la comunidad autónoma en el ámbito 
de la solidaridad internacional y sean incompatibles 
con la naturaleza de las subvenciones o con sus desti-
natarios.

Disposición adicional séptima. Fomento de las iniciati-
vas de las personas inmigradas.

La Administración de las Illes Balears tiene que 
establecer los mecanismos e instrumentos apropiados 
para dar apoyo al papel de los inmigrantes como agen-

tes de desarrollo en sus comunidades de origen y tam-
bién para que éstos, en las Illes Balears, creen espacios 
de intercambio cultural y fomenten el acercamiento 
entre los pueblos y el conocimiento y el respeto 
mutuos.

Disposición adicional octava.

La Administración de las Illes Balears podrá organizar, 
coordinar o participar en campañas, programas o iniciati-
vas diversas de solidaridad con las comunidades baleares 
asentadas en el extranjero, en territorios con una situa-
ción socioeconómica caracterizada por la existencia de 
necesidades básicas evidentes, y a favor de los miembros 
con más carencias.

Disposición adicional novena.

1. Las empresas del sector público de la comunidad 
autónoma y las entidades privadas que por su natura-
leza jurídica tienen ánimo de lucro que quieran contri-
buir, con la aportación de su experiencia y calificación en 
los diferentes sectores de actividad a los esfuerzos para 
la cooperación al desarrollo que realiza la Administra-
ción de la comunidad autónoma, lo tienen que hacer con 
programas y proyectos que respeten los valores, las 
finalidades y los principios ordenadores que establece 
esta Ley.

2. La participación de las entidades citadas en el 
apartado anterior tiene que articularse según las formas 
regladas de colaboración que, en cualquier caso, tienen 
que prever necesariamente:

a) El compromiso de no apropiarse del lucro o del 
beneficio empresarial obtenido por las acciones de 
cooperación en que participen.

b) La obligación de compatibilizar con total transpa-
rencia cualquier ingreso obtenido con estas acciones y 
reinvertirlo en actuaciones para el desarrollo, ayuda 
humanitaria, educación o investigación en este sector, 
con el acuerdo expreso de la Administración de la comu-
nidad autónoma.

Disposición transitoria primera.

Mientras que el Consejo de Gobierno no dicte la nor-
mativa a que hace referencia el artículo 26 de esta Ley, las 
funciones de coordinación técnica interdepartamental 
tiene que ejercerlas la Comisión Interdepartamental de 
Acción Exterior.

Disposición transitoria segunda. Vigencia del Decre-
to 128/2000.

Mientras no se establezca el desarrollo reglamentario 
de esta ley, y en todo aquello que no la contradiga, estará 
vigente el Decreto 128/2000, de 8 de septiembre, por el 
cual se crea el Consejo de Cooperación al Desarrollo de 
las Illes Balears.

Disposición derogatoria única.

Quedan derogadas todas las disposiciones de rango 
igual o inferior que se opongan a lo que dispone esta Ley, 
la contradigan o sean incompatibles.

Disposición final primera.

Se habilita al Gobierno de las Illes Balears para dictar 
las disposiciones generales que sean necesarias para desa-
rrollar y ejecutar esta Ley.
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Disposición final segunda.

Esta ley entrará en vigor al día siguiente de haberse 
publicado en el «Boletín Oficial de las Illes Balears».

Por tanto, ordeno que todos los ciudadanos guarden 
esta Ley y que los Tribunales y las Autoridades a los que 
correspondan la hagan guardar.

Palma, 21 de junio de 2005. 

M.ª ROSA PUIG OLIVER, JAUME MATAS PALOU,

Consejera de Presidencia y Deportes Presidente

 (Publicada en el «Boletín Oficial de las Illes Balears» número 99, de 30 
de junio de 2005) 

 12950 LEY 10/2005, de 21 de junio, de puertos de las 
Islas Baleares.

EL PRESIDENTE DE LAS ILLES BALEARS

Sea notorio a todos los ciudadanos que el Parlamento 
de las Illes Balears ha aprobado y yo, en nombre del Rey, 
y de acuerdo con lo que se establece en el artículo 27.2 del 
Estatuto de Autonomía, tengo a bien promulgar la 
siguiente Ley.:

EXPOSICION DE MOTIVOS

I

En el estadio actual del desarrollo del sistema auto-
nómico de las Illes Balears, constituye una tarea inaplaza-
ble la regulación integral de los puertos y de otras instala-
ciones portuarias y marítimas mediante una norma con 
rango de ley que se ocupe de los aspectos fundamentales 
de su régimen jurídico. En el archipiélago balear la materia 
portuaria presenta lógicamente un relieve notorio, que va 
más allá de los aspectos estrictamente geográficos o de 
comunicaciones, ya que se trata de un sector de perfiles 
propios en el que confluyen elementos procedentes de la 
ordenación territorial y de las legislaciones medioambien-
tal, turística y de transportes. Por todo eso, no es exage-
rado calificar este sector de estratégico para el desarrollo 
económico y social de esta comunidad autónoma.

Es precisamente esta dimensión la que justifica la sin-
gularidad de algunas de las soluciones adoptadas en la 
ley, entre las que son particularmente destacables las 
relativas a la planificación y la ordenación portuarias, a la 
creación de una administración portuaria potente, a la 
dinamización de los servicios portuarios y a la regulación 
de la actividad privada de explotación de los bienes y
los servicios portuarios. Este planteamiento no puede 
desvincularse de la necesidad de poner en marcha una 
política portuaria que se inscriba claramente en las estra-
tegias fundamentales para el progreso de las Illes Balears 
y que sea armónica con otras políticas sectoriales: com-
pensación de la insularidad, desarrollo sostenible, gestión 
racional de los recursos y modelo turístico de calidad en 
el que la oferta de servicios ligados a la navegación 
deportiva o de ocio sea un componente esencial.

Referido a este último concepto, resulta muy necesaria 
la mención de la figura de la estación náutica, como instru-
mento de potenciación del sector náutico en su innegable 
aportación a la hora de concretar un verdadero modelo 
turístico de calidad. En esta misma línea, dicha iniciativa 
deberá encajar con el necesario cumplimiento del artículo 
8 de la Ley 30/1998, de 29 de julio, del régimen especial de 
las Illes Balears, referido al sector náutico, que establece 
que se constituirá una comisión mixta comunidad autó-

noma de las Illes Balears y Administración del Estado, cuya 
misión será analizar las potencialidades del sector náutico 
balear y desarrollar un plan de medidas al efecto.

II

Esta ley se dicta en desarrollo del artículo 10.5 del 
Estatuto de Autonomía de las Illes Balears, que confiere a 
las instituciones de la comunidad autónoma la competen-
cia exclusiva en materia de puertos no calificados de inte-
rés general por el Estado y de puertos de refugio y depor-
tivos. No obstante, en consideración a las ideas expuestas, 
este título de competencias es complementado, en aspec-
tos determinados, por otros preceptos estatutarios. En 
este sentido, tienen que tenerse en cuenta cuando menos 
los apartados 3, 4, 6, 11, 12 y 18 del artículo 10 del Esta-
tuto, cuya virtualidad se traduce en una ampliación del 
campo de innovación legislativa.

Siguiendo estas coordenadas, la ley aparece como la 
primera disposición legal que prevé un tratamiento com-
pleto de los puertos de competencia autonómica. Hasta 
ahora, la materia sólo había sido objeto de atención par-
cial en las Directrices de Ordenación Territorial, en diver-
sos instrumentos de planificación sectorial y en algunas 
disposiciones reglamentarias.

III

El articulado de la ley se ordena en seis títulos, uno de 
ellos preliminar, y diversas disposiciones adicionales, 
transitorias, derogatoria y finales, además de un anexo. El 
título preliminar concreta el objeto de regulación; los 
objetivos de política legislativa que se persiguen, expre-
sados en coherencia con el carácter poliédrico y complejo 
de la materia portuaria; la delimitación de las instalacio-
nes y los puertos sobre los que la Administración de la 
comunidad autónoma de las Illes Balears puede ejercer 
sus competencias, y también se recogen definiciones de 
carácter técnico que facilitan la tarea hermenéutica al apli-
cador de la norma.

El título I, que se dedica al régimen jurídico de los 
puertos, se abre con un primer capítulo que identifica los 
elementos integrantes del dominio público portuario, 
delimitados por la zona de servicio del puerto. El régimen 
de estos bienes es el establecido, con carácter general, 
por su legislación específica, si bien se tienen en cuenta 
las particularidades de su uso para finalidades de interés 
general o social.

El capítulo II, que se titula «Planificación y ordenación 
de los puertos», regula los planes directores como figuras 
de ordenación de los puertos y de otras instalaciones por-
tuarias y marítimas, que principalmente han de contener 
los elementos propios de los antiguos planes de usos y 
sustituyen a los planes especiales como figuras de orde-
nación de los accesos, las edificaciones y los espacios de 
los puertos. Aunque el procedimiento especial de elabo-
ración de estos instrumentos queda incluido en la esfera 
reglamentaria, la ley garantiza una adecuada participa-
ción institucional y social, con la voluntad inequívoca de 
llevar a cabo una política portuaria atenta a los intereses 
de la ciudadanía.

El capítulo II se completa con disposiciones que pre-
tenden coordinar la aplicación de las figuras antes men-
cionadas con el urbanismo municipal, buscando una 
delimitación precisa de las competencias que correspon-
den a cada nivel administrativo y fortaleciendo el papel de 
la administración portuaria en la ordenación de los usos 
que tienen lugar en la zona de servicio de cada puerto.  
Finalmente, la ley dedica un espacio de regulación a las 
condiciones para la promoción de nuevos puertos y la 
ampliación sustancial de los existentes, materia en la que 
se conceden funciones de relieve especial a los consejos 
insulares.


